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     	                                                          		  Santiago, 31 de Marzo 2025
								        Mat: Unidad para la Reforma a 	
								        Carabineros y uso de armas de 	
								        electroshock (taser).
 
Sr. Presidente, 

Reciba los más cordiales saludos desde Amnistía Internacional. 

El motivo de la presente es alertarle y manifestarle nuestra seria preocupación por algunas 
situaciones ocurridas en el marco del funcionamiento de la Unidad Consultiva para la 
Reforma a Carabineros (UCRC), instancia que como S.E. conoce, constituimos junto a un 
conjunto de otras instituciones y personas con gran experticia en la materia. Las inquietudes, 
relativas a la reforma en sí y al potencial uso irresponsable de las armas de electroshock 
(entre las que se encuentran las conocidas como Taser), han sido expresadas y reiteradas en 
el transcurso de las sesiones de dicha Unidad Consultiva, así como planteadas a asesores 
y asesoras del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, no encontrando receptividad 
a las mismas. Es por ello, Sr. Presidente, que nos vemos en la necesidad de dirigirnos a 
Ud., dada la relevancia del caso y nuestro compromiso inquebrantable con la promoción y 
protección de los derechos humanos de las personas que habitan en Chile. 

Las sesiones de la UCRC se han desarrollado con periodicidad, pero dada la falta de mirada 
amplia e integrada - situación advertida de manera permanente por varias instituciones 
de derechos humanos y la academia-, así como de una agenda de trabajo de mayor 
envergadura e incidencia nacional, la asistencia de las instituciones convocadas ha sufrido 
un fuerte detrimento. Por su parte, Amnistía Internacional ha seguido participando de 
manera constante aportando en cada uno de los debates, lo que sin embargo no ha tenido 
mayor repercusión. 

No obstante la escasa y parcial retroalimentación entregada en la UCRC por parte 
del Ministerio del Interior y Seguridad Pública sobre los procesos relacionados con la 
reforma, seguimos pensando que dada la gran experticia y trayectoria de las instituciones 
participantes, es un espacio al que, si se le otorga la relevancia necesaria, puede ser de 
gran beneficio para el país. Es por ello que lamentamos que la renuncia del Sr. José Roa, 
coordinador de la instancia, haya sido comunicada a las instituciones en la sesión del día 
6 de marzo por una asesora del gabinete Ministerial, junto con informar de las dudas sobre 
la continuidad de la UCRC, en momentos en que justamente se necesita que todas las 
voces expertas podamos colaborar para enfrentar la denominada crisis de seguridad que 
vive nuestro país. 
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En particular nos preocupa enormemente lo sucedido respecto de la discusión sobre armas 
menos letales y de armas de electroshock en particular. Desde hace meses veníamos 
solicitando una sesión para abordar esta temática en la UCRC, pero pese a la inminencia 
y relevancia del asunto, no fuimos escuchados. Sorprendente fue recibir una convocatoria 
exprés y de última hora para una sesión sobre la materia el 10 de febrero de este año, 
mismo día en el que Carabineros ya estaba distribuyendo en sus filas la Orden General 
con el protocolo para el uso de las armas de electroshock. Además, pese a que se nos 
había señalado que el protocolo sería público, Carabineros le impuso el carácter de secreto 
mientras que paralelamente en la sesión de la UCRC señalada, la División de Seguridad 
Pública de la Subsecretaría del Interior presentaba un archivo de PowerPoint con algunas 
consideraciones genéricas del protocolo afirmando que existiría un protocolo público del 
gobierno y una cartilla de Carabineros, siendo solamente esta última la que tendría el 
carácter de secreto. 

En dicho contexto, Sr. Presidente, quisiéramos plantear a su consideración un conjunto de 
aspectos que nos parecen de la mayor gravedad y urgencia:  

I.	 ELABORACIÓN PROPIA POR PARTE DE CARABINEROS DEL PROTOCOLO QUE 	
	 REGIRÁ EL USO DE LAS ARMAS DE ELECTROSHOCK Y CALIFICACIÓN DEL 	
	 MISMO COMO SECRETO

La Orden General Nº3248, de 10 de febrero de 2025, que aprueba el “protocolo para el 
uso, porte y mantenimiento de los dispositivos electrónicos de inmovilización temporal 
(D.E.I.T)” y que le impone el carácter de “secreto” fue distribuida por Carabineros en 
su personal pese a que desde el gobierno se había comunicado que dicho protocolo se 
trabajaría al alero de la UCRC.

Ello es de la mayor gravedad por varias razones: 

01.	 Evidencia la irrelevancia y poca consideración de la experticia que se otorga a las 
instituciones que participamos de la UCRC, utilizando nuestra participación para legitimar 
procesos en los que no tenemos incidencia alguna. 
02.	 Evidencia la falta de subordinación de Carabineros al poder civil, en la medida que 
mientras el gobierno afirmaba en la sesión que el protocolo sería público y que seguiría 
debatiéndose en la sesión del 6 de marzo de la UCRC, Carabineros ya lo había elaborado, 
calificado de secreto y distribuido en la institución. 
03.	 Significa un profundo retroceso respecto de los principios de publicidad y 
transparencia que desde hace años estaban a la base de los protocolos del uso de la fuerza 
de Carabineros.
04.	 Incumple lo establecido en el Decreto Nº1364 de 2018, del Ministerio del 
Interior y Seguridad Pública, promulgado en el marco del Acuerdo de Cumplimiento del 
caso de Alex Lemún, que establece disposiciones relativas al uso de la fuerza en las 
intervenciones policiales para el mantenimiento del orden público. En particular respecto 
de las disposiciones de su artículo segundo sobre el involucramiento de la sociedad civil.
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05.	 Tanto el carácter secreto del protocolo como la imposibilidad de involucramiento 
de la sociedad civil imposibilita poder incorporar miradas, reflexiones, comentarios y/o 
recomendaciones de instituciones con larga trayectoria y experiencia en temas de derechos 
humanos, generándose la aprobación “a ciegas” de protocolos para el uso de la fuerza, 
lo que es gravísimo, más aún si se consideran los antecedentes de las violaciones a los 
derechos humanos, incluida tortura, efectuadas por parte del personal policial en contexto 
del estallido social en 2019.
06.	 En sesión del 6 de marzo de la UCRC, Carabineros señaló que, además del protocolo, 
está en elaboración una cartilla interna (a la fecha rige aquella informada a través de la 
Orden General Nº2662 del 26 de junio de 2019) y para la que tendrían un plazo de 90 
días. Nada se sabe tampoco de dicha cartilla y sus disposiciones.

II.	 COMUNICACIÓN OFICIAL DEL GOBIERNO SOBRE PLAN PILOTO DE USO DE 	
	 LAS ARMAS DE ELECTROSHOCK ES DESMENTIDA POR CARABINEROS

Tanto el Delegado Presidencial de la Región Metropolitana, Sr. Gonzalo Durán, como el ex 
Subsecretario del Interior, Sr. Luis Cordero, han señalado en prensa algunas características 
básicas del “Plan Piloto” para la implementación de las armas de electroshock. En 
particular, afirmaron que se realizaría en marzo y que estaría focalizado en casos de violencia 
intrafamiliar (VIF). La última confirmación en dicha línea fue realizada hace menos de un 
mes (18 de febrero) por el ex Subsecretario Cordero. Paralelamente, ambas definiciones 
eran confirmadas en la exposición realizada por la División de Seguridad Pública de la 
Subsecretaría del Interior en la sesión de la UCRC del 10 de febrero, señalando que el 
proyecto piloto sería para aplicación en casos de VIF; que comenzaría en marzo y que el 
modelo de arma a utilizar sería la Taser X2.

07.	 En la exposición realizada por Carabineros en la sesión de la UCRC del 6 de marzo, 
la General Carrasco, a cargo, y el Coronel Zamora, que le acompañaba, desmintieron las 
versiones de gobierno afirmando que: (i) no era efectivo que el “Plan Piloto” se realizaría 
en delitos VIF, sino que en distintos tipos de delitos que estuviesen comprendidos bajo el 
plan cuadrante, habiendo establecido criterios geográficos y no de tipo de delito específico; 
(ii) se desconocía la fecha de implementación, asegurando que no sería en marzo; (iii) el 
tipo de arma a utilizar no sería aquel señalado por el gobierno en la sesión anterior (Taser 
X2) sino que un nuevo modelo que se compraría (Taser 10).

08.	 A esto se suma la compleja situación de que mientras el gobierno anuncia el inicio 
del “Plan Piloto” de armas de electroshock para el mes de marzo, Carabineros señala que 
se encuentra redactando el documento que contendría dicho plan y que aún, según afirmó 
el Coronel Zamora en la sesión del 6 de marzo, no era conocido por el Ejecutivo.

Las inconsistencias y contradicciones entre lo señalado por el Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública y Carabineros de Chile nos preocupan profundamente, destacando la 
poca claridad del modelo del arma menos letal a utilizar y el hecho de que se compraría un 
nuevo modelo de arma sin haber realizado todas las pruebas necesarias para garantizar su 
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presunta idoneidad operativa, incluyendo observaciones previas de la sociedad civil sobre 
el potencial riesgo a los derechos humanos en la utilización de estas armas. Preocupa 
también la falta de claridad del propósito del arma; la falta de prohibiciones expresas 
respecto de su uso contra, entre otros grupos, niños, niñas y adolescentes (en la sesión 
de la UCRC señalada Carabineros señaló expresamente que “si es necesario, se usarán”); 
la falta de un diagnóstico respecto del vacío operacional que se intenta subsanar; la 
decisión, ya tomada, de acuerdo a lo señalado por Carabineros, de extender su uso a nivel 
nacional a mediano plazo, independiente de las conclusiones del “Plan Piloto”; la poca 
claridad y percepción de los efectos y riesgos del arma por parte de Carabineros; así como 
el bajo umbral establecido para su uso (potenciales lesiones), contraviniendo el derecho 
internacional de los derechos humanos, que las sitúan con salvaguardas similares a las 
armas de fuego.

III.	 POTENCIAL USO IRRESPONSABLE DE LAS ARMAS TASER

Los elementos del protocolo público para uso de armas de electroshock que estaba 
elaborando el gobierno -presentados por la División de Seguridad Pública en sesión del 
10 de febrero de la UCRC- dejaron gran preocupación en las instituciones participantes, 
en la medida que los aspectos mencionados refieren en su concreción al protocolo secreto 
trabajado por Carabineros. 

09.	 De esta forma, las regulaciones esenciales para el uso de las armas de electroshock 
serán desconocidas, incluyendo aspectos tan importantes como los requisitos y formación 
del personal que usará estas armas; los procedimientos en los que será posible su porte 
y uso; las prohibiciones; el proceso de registro, custodia y mantención de las grabaciones 
de la cámara corporal; las auditorías internas y externas; y los procesos de monitoreo, 
evaluación y responsabilización del uso y sus consecuencias.  

10.	 Asimismo, dada la evidencia comparada, vemos con mucha preocupación la 
opacidad de los aspectos relativos a la rendición de cuentas del uso y potenciales daños 
de esta arma menos letal. Con preocupación escuchamos la respuesta de Carabineros a las 
inquietudes que planteamos en la UCRC sobre este punto específico señalándonos que la 
rendición de cuentas se realizaría “en la medida de lo posible”.

11.	 También preocupa el destino de las 30 Taser X2 que, según la versión oficial de 
Carabineros, no se usarán, así como la compra de un nuevo modelo de armas sin la debida 
evaluación en profundidad.
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IV.	 RECOMENDACIONES DE AMNISTÍA INTERNACIONAL PARA UN USO 		
	 RESPONSABLE DE LAS ARMAS DE ELECTROSHOCK

Sin duda Carabineros requiere un conjunto de armas y equipamiento adecuado para poder 
cumplir con su labor. Entre ellas se encuentra una serie de armas menos letales de la 
que podrían formar parte los dispositivos que provocan descargas eléctricas o armas de 
electroshock, como las taser. Sin embargo, S.E., estas armas son complejas, peligrosas y 
portan posibles consecuencias letales derivadas de: las arritmias cardíacas, especialmente 
en caso de tener sensibilidad añadida debido a la edad (corta o avanzada), por el consumo 
de droga o alcohol o por una cardiopatía previa, o porque los dardos impactan demasiado 
cerca del corazón; el aumento de las reacciones de agitación y estrés físico con efectos 
negativos en el corazón (especialmente en el caso de personas que sufren una crisis de 
salud mental); la contracción muscular intensa que afecta a los músculos respiratorios, 
con parada respiratoria o cardíaca en caso de padecer una cardiopatía previa o recibir 
descargas prolongadas o repetidas; el aumento de ácido en la sangre (acidosis) con parada 
cardíaca; las lesiones provocadas por la caída descontrolada, que pueden ser graves 
e incluso mortales, dependiendo del lugar donde se encuentre la persona en cuestión 
(en un tejado, cerca de aguas abiertas, etc.) o en caso de que existan determinadas 
condiciones previas (personas de edad avanzada o con discapacidad). Es por ello que 
deben ser implementadas con mucha responsabilidad derivada de protocolos transparentes 
y discutidos con la sociedad, formación exhaustiva  y sólidos sistemas de monitoreo y 
rendición de cuentas (tiro por tiro). 

Desde Amnistía Internacional Chile hemos insistido reiteradamente, en el marco de la labor 
de la UCRC, sobre las complejidades del arma y la disposición de Amnistía Internacional a 
abordar dichos desafíos, sin haber sido escuchados. A mayor abundamiento Sr. Presidente, 
el día 6 de marzo del presente se lanzó a nivel global el informe de Amnistía Internacional 
“Todavía no puedo dormir por las noches: el abuso global de los dispositivos de descarga 
eléctrica”, donde se puede encontrar una amplia descripción del uso de estos dispositivos, 
sus consecuencias y la necesidad de estricta regulación para su uso. De la misma forma, 
contiene un conjunto de recomendaciones. El informe ya fue enviado tanto a los equipos 
del Ministerio del Interior y Seguridad Pública como a la General Claudia Carrasco y al 
Coronel Patricio Zamora, que lideraron la exposición realizada sobre armas de electroshock 
en la UCRC.
 
Lamentamos tener que reiterar estas recomendaciones directamente a S.E. pero 
pensamos que dada la crisis de seguridad que vive el país, el escenario de polarización 
y el clima eleccionario que propicia discursos irresponsables y cortoplacistas, tenemos 
la responsabilidad de alertarle de la situación descrita, así como de poner a vuestra 
disposición algunas recomendaciones respecto de la pronta puesta en uso de estas nuevas 
armas menos letales:
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a)	 Visibilizar su complejidad y peligrosidad
- Denominación del tipo de arma: estas armas están reconocidas como armas menos 
letales. Es un grave error denominarlas “no letales”, ya que ello induce al equívoco 
de pensar que sus efectos y daños pueden ser menores. Carabineros debería atenerse 
a la denominación correcta y no insistir, a sabiendas de ello, en un uso equivocado 
que induce a su personal a minimizar la peligrosidad del arma, tanto para la 
población como para el personal policial. En la misma línea, el protocolo elaborado 
por Carabineros, debiera referirse al nombre del arma sin eludir su elemento central 
que es la descarga eléctrica o electroshock.

b)	 Elevar el umbral y propósito para un uso legítimo
- Usar en modo de disparo de dardos, en determinadas situaciones de enfrentamiento 
peligrosas para proteger ante una amenaza de muerte o lesiones graves con el fin de 
evitar la necesidad de recurrir a un arma de fuego, y solo si los medios no violentos, 
así como un grado menor de fuerza por otros medios, han fallado o es probable que 
sean ineficaces.
- Usar solo armas que tengan un dispositivo de interrupción automática de descarga 
eléctrica.
- Prohibir modo de contacto directo o STUN.

c)	 Asegurar un uso legítimo
- Usar tras dar una advertencia clara y dejar tiempo suficiente para que se cumpla 
la orden.
- Apuntar a las grandes masas musculares del cuerpo: los muslos, la espalda o el 
vientre.
- La descarga debe cesar inmediatamente cuando la persona en cuestión comienza a 
cumplir la orden, está bajo control o ya no representa una amenaza.

d)	 Contexto para su utilización y prohibiciones de uso 
- Las armas de electroshock no son adecuadas para las situaciones de orden público, 
cuyo carácter inestable hace difícil apuntar con cuidado a una persona que representa 
una amenaza grave y en las cuales el uso de este tipo de arma conlleva un riesgo 
particular de aumento de la tensión.  
- Las armas de electroshock no son una herramienta ordinaria para la función policial 
común y cotidiana y solo deben ser utilizadas en circunstancias excepcionales por 
agentes especialmente formados a tal fin.
- Su uso Debe estar prohibido cuando una persona opone solo resistencia pasiva o no 
representa una amenaza grave; cuando la persona en cuestión ya está bajo control; o 
cuando se usa como medio de castigo.
- No debe usarse en caso de presencia de productos inflamables (como pulverizadores 
de pimienta, gas lacrimógeno y bencineras). 	
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e)	 Evitar su uso contra niños y niñas				 
- Las armas de electroshock no han sido sometidas a pruebas con este grupo 
poblacional. Los niños y niñas tienen más probabilidades de sufrir consecuencias y 
daños graves porque su sistema cardíaco es más débil, tienen un volumen menor de 
masa muscular y la corriente se acerca más al corazón, son más sensibles al dolor 
y corren mayor peligro de sufrir trauma psicológico. Los niños y niñas casi nunca 
representan una amenaza lo suficientemente grave como para justificar el uso de un 
arma de proyectiles paralizantes. En la mayoría de los casos en los que una de estas 
personas representa una amenaza para un agente, la situación debe poder abordarse 
con medios mucho menos peligrosos. 

f)	 Instrucciones y formación
- El despliegue de armas de electroshock sólo debe aprobarse después de un análisis 
exhaustivo para determinar si existe una necesidad operativa legítima y que se ajuste 
al derecho internacional de los derechos humanos y las normas internacionales sobre 
el uso de la fuerza.
- Las autoridades deben proporcionar normas claras, instrucciones y formación 
sobre el uso adecuado de las armas de electroshock, entre ellas recalcar la posible 
peligrosidad de esta arma y no restarle importancia, y explicar cómo reducir al mínimo 
los daños que causan y cuándo no es apropiado utilizarlas.
- Sólo los agentes policiales certificados, con formación proporcionada por personal 
instructor de policía también certificado —y no sólo por la empresa fabricante del 
arma—, deben ser autorizados a portar armas de electroshock. 
- Las armas de electroshock deben someterse a pruebas independientes y rigurosas 
para garantizar que son de uso seguro y adecuado en cumplimiento del derecho y las 
normas de derechos humanos. 

g)	 Rendición de cuentas
- Garantizar, de manera previa a la implementación del “Plan Piloto” de las armas 
de electroshock, una rendición de cuentas plena y efectiva por cualquier acción de 
aplicación de la ley que implique el uso del arma. 
- Garantizar la existencia de una cadena de mando clara, en la que las responsabilidades 
de cada nivel de la jerarquía estén claramente establecidas; y cada funcionaria o 
funcionario policial deba rendir cuentas siempre que no cumpla de manera efectiva 
la responsabilidad aplicable a su nivel.
- Se debe proporcionar a Carabineros un marco normativo claro dentro del cual las 
y los funcionarios están autorizados a recurrir al uso de armas de electroshock. La 
legalidad es un elemento clave para asegurar la rendición de cuentas.
- Carabineros debe rendir cuentas de disponer de políticas y procedimientos adecuados, 
incluyendo un sistema de supervisión y control que garantice la aplicación efectiva 
de tales políticas y procedimientos en el uso de las armas de electroshock.
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- Dado su carácter excepcional, la policía debe justificar si cada disparo del arma de 
electroshock era necesario y proporcionado. Si ha logrado el objetivo de aplicación 
de la ley después del primer disparo, efectuar un segundo disparo sería innecesario 
y desproporcionado, por lo que constituiría uso excesivo de la fuerza. En caso de 
descarga repetida, cada disparo debe justificarse de forma independiente para 
evaluar si cumple los criterios de necesidad y proporcionalidad. 
- Los daños en las personas ocasionados como consecuencia del uso del arma 
de electroshock deben ser objeto de una investigación exhaustiva para establecer 
eventuales responsabilidades en caso de uso inadecuado y rendición de cuentas de 
los agentes implicados.
- La institución debe rendir cuentas también de un proceso adecuado de incorporación 
de las lecciones aprendidas que garantice el examen continuo de las políticas, 
procedimientos, formación y equipo a fin de evitar la repetición de errores y otras 
consecuencias no deseadas.
- No solo las y los funcionarios deben rendir cuentas por sus acciones y omisiones a 
título individual, sino también todos los superiores que dicten órdenes, supervisen 
o manden y controlen de algún otro modo a las y los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley o que sean responsables de la planificación y preparación de las 
operaciones de aplicación de la ley, así como el organismo en su conjunto.
- Es responsabilidad institucional que se imparta a quienes podrán utilizar las armas 
de electroshock una formación adecuada para desarrollar las aptitudes profesionales 
necesarias para el desempeño de sus funciones. Esta formación también debe ser 
objeto de una evaluación continua a fin de determinar su eficacia.
- Se debe establecer un sistema de controles y equilibrios que permita la evaluación 
de cualquier uso de las armas de electroshock respecto a su conformidad con la ley, 
incluidos los derechos humanos, así como con los reglamentos y procedimientos 
operativos internos; y este sistema debe permitir también una valoración de la eficacia 
de la acción en términos de desempeño de las responsabilidades y funciones. 
- El sistema de rendición de cuentas debe prestar la debida atención a los derechos y 
las necesidades de las víctimas del uso del arma. Entre ellos se cuentan: el derecho 
a asistencia médica, a presentar denuncias, a ser informado del progreso de la 
investigación, a proponer e interrogar testigos, a recibir apoyo jurídico y psicológico, 
a ser informado del resultado de la investigación, a protección de la privacidad, a 
protección contra amenazas e intimidación, y el derecho a obtener reparación plena, 
que incluya indemnización, rehabilitación, restitución, satisfacción y garantías de no 
repetición, si se concluye que el uso de la fuerza fue ilícito. 
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V.	 ESTADO DE LA REFORMA A CARABINEROS 

Finalmente, S.E., le manifestamos nuestra preocupación por los discretos avances en el 
proceso de reforma a las policías. Reflexiones y preocupaciones que hemos planteado en la 
UCRC sin recibir respuestas. En nuestro informe “Ojos sobre Chile” sobre las violaciones 
a los derechos humanos cometidas durante el estallido social, Amnistía Internacional 
concluyó que una garantía de no repetición fundamental era una reforma profunda e integral 
a la institución de Carabineros. Lo mismo señalaron otros organismos internacionales que 
también emitieron informes y recomendaciones respecto a la crisis de derechos humanos 
de dicho periodo. 

La reforma a las policías es un desafío que tenemos como país hace mucho y que es 
urgente si queremos reforzar la labor policial y avanzar en materia de seguridad pública. 
Por lo mismo, solo tiene sentido si se realiza de forma integral. Pensamos que ello no 
ha sucedido hasta el momento. Si bien, ha habido algunos avances puntuales, como 
uniformes más cómodos y funcionales para carabineros o la creación del nuevo Ministerio 
de Seguridad Pública, el proceso no ha estado del todo a la altura de lo que el país 
necesita, ha sido lento y se ha ido desperfilando con el paso de los meses, lo que nos 
preocupa considerando la presión por medidas efectistas que, usando la desinformación 
de la ciudadanía, van reforzando la cultura de la violencia. 

En dicho contexto, Sr. Presidente, nos preocupa la falta de avances sustanciales en materia 
de formación y especialización; carrera funcionaria; equidad y paridad de género; dotación 
y territorialidad; y probidad y transparencia. Esto último resulta particularmente complejo 
en el contexto de escalada de violencia que vivimos actualmente y que redunda en mayores 
grados de impunidad de los usos ilegítimos o excesivos de la fuerza por parte de la policía, 
volviendo muy difícil implementar mejoras efectivas de las prácticas y del actuar policial 
de acuerdo con los estándares de derechos humanos a los que nuestro país ha adscrito. 
La falta de un sistema de evaluación independiente, con atribuciones vinculantes y sólida 
evidencia es uno de los principales nudos críticos si queremos reformar a Carabineros. 

Esperando que nuestra correspondencia le sea de utilidad y quedando a disposición para 
colaborar en los distintos y diversos desafíos que en materia de derechos humanos tiene 
nuestro país, le saluda cordialmente,

Rodrigo Bustos Bottai
Director Ejecutivo
Amnistía Internacional Chile 


